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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la representante de la víctima, contra la sentencia de fecha siete (7) de febrero-07 por medio de la cual negó el cobro de perjuicios a favor de la parte afectada.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- La Administración local de Impuestos y Aduanas de esta capital, denunció penalmente al señor JOHAN MAURICIO SOGAMOSO, porque en calidad de representante legal de la sociedad SERVICEL LTDA. declaró recaudos por impuestos sobre las ventas –IVA- (período 2004-6) y por retención en la fuente (períodos 2004-12, 2005-3 y 2005-4), sin que esos valores, a la fecha, hayan sido cancelados, compensados o sujetos de algún acuerdo de pago efectivo, ascendiendo el caudal a la suma de dos millones ciento treinta y seis mil pesos.
1.2.- Al hacérsele la imputación por la comisión de un delito de OMISIÓN DE AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR, el comprometido JOHAN SOGAMOSO no aceptó los cargos, motivo por el cual la Fiscalía Catorce Seccional presentó con fecha 27 de noviembre de 2006, formal acusación por similar conducta.
1.3.- Llegada la fecha de la Audiencia Preparatoria (enero 31 de 2007), el procesado SOGAMOSO dio a conocer su intención de allanarse a los cargos, motivo por el cual se le indicaron sus derechos y se le reiteró el cargo imputado. El Juez a quo tuvo dudas en cuanto a la posibilidad de acceder a la terminación desviada del proceso, por el no reintegro del 50% de lo apropiado como lo ordena el artículo 349 de la ley 906 de 2004. No obstante, hechas algunas reflexiones, concluyó que esa exigencia sólo procedía para las negociaciones o preacuerdos y no para la aceptación libre y llana como era lo aquí ocurrido. Por lo dicho, dio validez a la terminación anormal y convocó para la audiencia de individualización de pena y sentencia.
1.4.- Al momento de la citada audiencia, la representante de la víctima admitió que la entidad afectada adelanta un trámite administrativo de cobro coactivo en contra del aquí procesado, con el fin de obtener la cancelación de lo adeudado. Por tal motivo, el a quo sostuvo que no había lugar a conceder término para adelantar el incidente de reparación, por cuanto ese cobro coactivo hacía improcedente intentar una reparación simultánea por la vía penal en contra del incumplido. Determinación esta última que fue notificada y contra la cual ninguno de los interesados interpuso recurso alguno.
1.5- Con fecha siete (7) de febrero del presente año, el Juez profiere la sentencia por medio de la cual se abstiene de ordenar el pago de perjuicios, por cuanto, reitera, ya se estaba intentando la reparación por una vía diferente, no otra que la jurisdicción de cobro coactivo en contra de JOHAN SOGAMOSO.
1.6- La representante de la DIAN, se mostró inconforme con esa determinación, en cuanto negó la imposición de los perjuicios, motivo por el cual fueron remitidos los registros a este Tribunal para efectos de desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Representante de la víctima -recurrente-
El señor Juez basa su determinación en el hecho de no ser procedente el incidente de reparación dentro del presente trámite porque el haberse iniciado ya un procedimiento administrativo de cobro coactivo, lo impide. Considera que esa posición es inconsecuente con la realidad, habida consideración a que esta persona reconoció su responsabilidad al aceptar los cargos pero no se le han cobrado los perjuicios dentro del fallo que reconoce la omisión en perjuicio del erario público.
Estima que el perjuicio no está constituido sólo por los dineros no trasladados a la DIAN por concepto de IVA o retefuente, sino también que la entidad afectada tuvo que desplegar todo un trámite para denunciar el hecho y adelantar el proceso penal, lo cual genera gastos que la entidad que representa no debe soportar.
Solicita la revocación del aparte pertinente del fallo por violación del artículo 102 de la Ley 906 de 2004.
2.2.- Ministerio Público -no recurrente-

Considera que el requerimiento de la DIAN es justo, pero es asunto de carácter civil, dentro o fuera del proceso penal. La tasación de los perjuicios en el presente caso debe ser adelantada por un Juez diferente al Penal.
Se le debe conceder razón al Juez a quo en el sentido que los perjuicios dieron lugar a un procedimiento distinto en el interior de la entidad y esto debe primar en atención a que allí puede presentarse la conciliación. De otra parte, ante el Juez Civil también se puede examinar el título ejecutivo y el demandante tendrá que demostrar lo que alega, es decir, el interesado, en este caso la DIAN, está en el deber de concretar el monto de los perjuicios para que se pueda tener una visión real de la cuantía. Eso no puede ser de oficio sino que es una carga de quien lo alega, para convertir la pretensión en algo cierto.

Solicita confirmar la providencia de primera instancia en lo que fue objeto de apelación.
3.- La Decisión

Es competente esta Sala de Decisión para asumir el conocimiento del presente asunto con fundamento en la competencia objetiva, territorial y funcional que por ley nos corresponde.

La actuación se ha ceñido al rito procesal establecido para este tipo de trámites con tendencia adversarial y se encuentra con sentencia de condena en la cual no se reconoció el pago de perjuicios a favor de la entidad afectada con este ilícito.
Precisamente allí radica la inconformidad de la apoderada que representa los intereses de la DIAN en el caso concreto y es el tema materia de confrontación que el Tribunal está en el deber de dilucidar. Pero antes de penetrar en ese tema medular, no puede desaprovechar la Sala la oportunidad de discurrir un poco respecto a otra temática que también fue tratada en este mismo procesamiento y que tiene singular relación con lo que a esta altura es objeto de análisis, por cuanto también hace referencia a la pretensión resarcitoria que ahora busca la entidad afectada con el injusto. Nos referimos a la no exigencia del pago del 50% del incremento obtenido con la conducta punible, como exigencia que consagra el artículo 349 del nuevo estatuto, en los siguientes términos: “En los delitos en los cuales el sujeto activo de la conducta punible hubiese obtenido incremento patrimonial fruto del mismo, no se pondrá celebrar el acuerdo con la Fiscalía hasta tanto se reintegre, por lo menos, el cincuenta por ciento del valor equivalente al incremento percibido y se asegure el recaudo del remanente”.
Ocurrió, que el ahora sentenciado JOHAN MAURICIO SOGAMOSO dentro de la Audiencia Preparatoria, decidió aceptar los cargos imputados por la Fiscalía, razón por la cual el Juez de conocimiento entró en una disyuntiva acerca de si debía o no debía admitir esa aceptación cuando no se le había reintegrado a la parte afectada al menos el 50% de lo obtenido con la conducta punible, a consecuencia de lo cual dispuso suspender el acto para reflexionar sobre el punto. Reanudada la audiencia, el a quo se decidió por la admisión y para ello indicó que esa era la interpretación más favorable en atención a que la norma sólo exigía ese deber de reintegro cuando se estaba en presencia de una negociación o un preacuerdo, pero no cuando se trataba de un allanamiento simple y puro de los cargos, como era lo ocurrido en el asunto que nos concita.
En criterio del Tribunal, la argumentación del a quo no cumplió el cometido legal y consideramos que lo pertinente era inadmitir el allanamiento a los cargos en esas particulares condiciones. Al respecto insistimos en lo que ya esta Sala de Decisión había sostenido en los siguientes términos:
A nuestro modo de ver, esa forma de proceder es una burla a los fines del proceso, pues por la vía de cualquiera de las dos figuras de terminación anormal se debe exigir ese reintegro. Esto no lo dice el Tribunal, lo dice, y con sobrada razón, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, concretamente en un fallo del siguiente tenor:

“Ahora bien: la circunstancia de que el allanamiento a cargos en el Procedimiento Penal de 2004 sea una modalidad de acuerdo, traduce que en aquellos casos en los que el sujeto activo de la conducta punible hubiese obtenido un incremento patrimonial fruto de la misma, debe reintegrar como mínimo el 50% de su valor y asegurar el recaudo del remanente para que el Fiscal pueda negociar y acordar con él, conforme lo ordena el artículo 349 de esa codificación”.

“Una interpretación contraria, orientada a respaldar la idea de que aceptar los cargos en la audiencia de formulación de imputación exonera de ese requisito para acceder a la rebaja de pena, riñe con los fines declarados en el artículo 348 ibídem y específicamente con los de obtener pronta y cumplida justicia, activar la solución de los conflictos sociales que genera el delito y propiciar la reparación de los perjuicios ocasionados con él, a cuyo cumplimiento apunta la medida de política criminal anotada, de impedir negociaciones y acuerdos cuando no se reintegre el incremento patrimonial logrado con la conducta punible”.

“La noción de pronta y cumplida justicia, entonces, debe entenderse en la nueva sistemática de manera integral, es decir, no sólo en la perspectiva de lograr una sentencia condenatoria rápidamente a cambio de una ventaja punitiva para el procesado -que es lo que pasa en la sentencia anticipada-, sino además en la necesidad de restablecer el equilibrio quebrantado con el delito, que es lo que finalmente soluciona el conflicto al verse la víctima compensada por la pérdida sufrida.

Obsérvese que la interpretación ofrecida por la Corte, va más allá del simple entendimiento literal de la norma y de la polémica acerca de si el allanamiento a los cargos es o no una subespecie de preacuerdo, porque lo que está en juego es una apreciación de política criminal que no puede pasar inadvertida. Bajo ese presupuesto, resulta insólito que se haga distinción entre el preacuerdo (bilateral) y el allanamiento a los cargos (unilateral), con el propósito de exigir sólo para el primero de los eventos el reintegro de al menos el 50% de lo obtenido ilícitamente. Esa forma de pensar constituye un formalismo llevado al extremo que por supuesto nadie en la comunidad entendería.

Incluso, agregamos ahora, que ese pago en tratándose de las apropiaciones de bienes públicos, no debe quedar reducido al 50% sino que debe ser del 100%, puesto que con respecto al patrimonio colectivo no hay lugar a transacción alguna. Así quedó establecido en decisión el 14 de febrero de 2006 por la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema, cuando se dijo:
En segundo lugar, cabe distinguir las conductas que producen aumento patrimonial en quienes las ejecutan y un simultáneo empobrecimiento de quienes las padecen, como todas las que afectan el patrimonio económico público o privado, de aquellas que sólo representan incremento para el autor, como, por regla general, las vinculadas al tráfico de estupefacientes o el enriquecimiento ilícito de particulares. Con estas precisiones, se concluye, frente al artículo 349 de la Ley 906 de 2004, que el valor reintegrable debe ser total cuando el afectado sea el patrimonio público, cuando el incremento no sea correlato del detrimento de un patrimonio y cuando no exista acuerdo con la víctima privada, pero mediando éste se estará a la libre voluntad de las partes. 

No obstante lo dicho, nada puede hacer esta Corporación para variar la situación, porque lo decidido por el señor Juez de primer grado se hizo en una providencia interlocutoria que no fue objeto de recurso alguno por las partes e intervinientes interesados, razón por la cual adquirió firmeza y debe respetarse.
Centrándonos ahora sí en lo que es el tema directo del recurso, es decir, la no condena en perjuicios a favor de la DIAN, también tenemos que decir que hubo pasividad en la representación de la parte afectada con el delito, toda vez que igualmente el Juez Segundo Penal del Circuito de esta capital hizo un pronunciamiento interlocutorio previo, en el sentido de no darle el trámite al incidente de reparación, sin que la apoderada de la DIAN replicara tal determinación, con lo cual, el asunto se dejó llevar hasta la sentencia para apelar la negativa al cobro de perjuicios, que era obviamente lo esperado ante la inexistencia del citado incidente de reparación.
Como vemos, lo esperado habría sido que la representante judicial de la víctima recurriera la providencia que negó el trámite del incidente. No obstante, en atención a que lo que ahora se recurre es el no cobro de perjuicios a su favor, el Tribunal entiende que ha surgido una nueva determinación que reactiva el interés para recurrir y por eso asumiremos el conocimiento del asunto.

Lo que hay lugar a entender de todo esto, es que el verdadero sentido del recurso no debe radicar en la imposición en la segunda instancia de los perjuicios que no se concretaron en la primera, sino más bien, la nulidad del trámite para que se permita el incidente de reparación y una vez culminado se incorpore la determinación al fallo respectivo, como es el orden correcto al decir de la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia.
Aclarados esos primeros puntos problemáticos, diremos que la polémica que se nos plantea no es nueva en los estrados judiciales; sin embargo, se han presentado algunas variables que obligan a retomar el tema a efectos de hacer las respectivas aclaraciones.

Todo esto surge del propósito de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) de adelantar de manera paralela el cobro de la obligación del señor JHON MAURICIO SOGAMOSO a través, tanto de la vía de cobro coactivo, como del incidente de reparación integral dentro del proceso penal, con ocasión de la comisión del presunto delito de OMISIÓN DE AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR; situación que en criterio del juez de instancia resulta inviable.
De parte de este Tribunal se ha venido sosteniendo desde hace ya bastante tiempo, y al menos hasta la entrada en vigencia de la nueva codificación procesal penal, que en efecto esa mixtura en la cobranza no es posible. Los argumentos que se han esgrimido para soportar esa tesis son del siguiente tenor: 

Prevé el artículo 48 del Código de Procedimiento Penal que al momento de constituirse en parte civil el perjudicado debe afirmar bajo la gravedad del juramento el no haber promovido proceso ante la jurisdicción civil encaminado a obtener la reparación de los daños y perjuicios ocasionados con la conducta punible. A su turno, el inciso final del precepto 56 del Código Penal impone al juez el deber de abstenerse de condenar al pago de perjuicios cuando en el proceso obre prueba de que el ofendido ha promovido independientemente la acción civil. De hacerlo, será ineficaz la condena impuesta.

Siendo el propósito de la norma en cuestión el de obviar los posibles abusos que se pudiesen cometer frente a una duplicidad de acción, imperioso es concluir el acierto del aquí impugnante, habida cuenta que de admitirse la posibilidad de concurrir el cobro coactivo con la acción civil dentro del proceso penal, se estaría, a no dudarlo, sometiendo al contribuyente a una doble cobranza; ello, no obstante hacer mención el aludido precepto (únicamente) a la iniciación de proceso ante la jurisdicción civil. 

[...]
Podría decirse que lo arriba concluido iría en contravía de la norma 94 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal), al impedírsele a la DIAN la posibilidad de obtener la reparación del daño moral causado con ocasión de la conducta punible endilgada (…); empero, tal pensamiento carece de validez, al no aparecer aquí claro que la conducta punible haya amenazado la existencia de la DIAN o mermado de forma significativa su capacidad de acción en su normal desenvolvimiento o que la ponga en franca inferioridad frente a  otras entidades de igual género.

Todo lo anterior, aunado a lo también reiterado por esta Sala en el siguiente sentido:

No existe en el proceso civil ejecutivo obligación que no se pueda cobrar a través del procedimiento administrativo coactivo, regulado en los artículos 823 y ss. del Estatuto Tributario, en donde, de manera amplia, se autoriza la ejecución de impuestos, anticipos, retenciones, intereses y sanciones de competencia de la Dirección General de Impuestos y Aduanas Nacionales.

Ahora bien, el argumento de la recurrente en el sentido de constituirse en parte civil con el objetivo de custodiar el proceso hasta la sentencia en aras de esclarecer la verdad y la justicia, queda completamente desvirtuado con el siguiente pronunciamiento de la Corte Constitucional (que la Sala acogió en anterior oportunidad para decidir un asunto de similares características al que ahora es objeto de recurso
): 

No es deseable que el proceso penal se vuelva litigio de partes, porque su sentido no es retaliatorio; y si el deseo de participar en él se origina en el derecho que tienen las personas de acercarse a la verdad, entonces no requiere de la acción civil para lograr su plena realización, porque para tal fin basta el cumplimiento del deber previsto en el artículo 95-7 de la Carta Política, según el cual toda persona debe colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia, que en el proceso penal (cuya iniciación debe promover cualquier ciudadano mediante la denuncia), tiene como fin primordial, precisamente el de establecer la verdad sobre los hechos materia de investigación y juzgamiento, y sobre la autoría de los mismos...

Así las cosas, para la Sala, de conformidad con la finalidad del cobro coactivo, resulta evidente que si se admitiera la constitución de parte civil se atentaría contra el principio non bis in idem, al existir identidad de causa, identidad de objeto e identidad en la persona a la cual se le hace el cobro. Además, frente a la inexistencia de daño moral susceptible de ser valorado monetariamente para efectos de eventual reparación
, se hace obligatoria la confirmación del auto apelado, al ajustarse a derecho la decisión de rechazar por improcedente la demanda de constitución de parte civil instaurada por la DIAN. Lo anterior, en aplicación del artículo 52 del Código de Procedimiento Penal. 

Todo parecería pacífico, de no ser porque recientes pronunciamientos de la H. Corte Suprema de Justicia nos muestran una variable del problema, bajo el entendido que no en todos los casos esa prohibición de doble perseguimiento opera, y al respecto se asegura que, por ejemplo, en aquellos casos en los cuales la entidad afectada tramita el cobro coactivo en contra de los socios de la empresa obligada, diferentes al directo autor de la conducta, no es posible impedir que ejerza tanto la vía administrativa como la civil dentro del proceso penal, para efectos de obtener la reparación integral. Y ello es así, se explica, por el hecho de que esos socios de la persona jurídica incumplida, se convierten en verdaderos terceros civilmente responsables y su vinculación debe correr en forma independiente a la del directo autor o cómplice del ilícito penal.
Esa jurisprudencia del Alto Tribunal, nos dice:
Esta censura que también postula el censor por motivo de nulidad está relacionada con la admisión de la DIAN (actualmente denominada Unidad Administrativa Especial –Dirección de Impuestos Nacionales-) como parte civil en esta actuación, pese a que también inició cobro coactivo; situación que el recurrente  califica como atentatoria del debido proceso.

[…]
Pues bien, los argumentos con base en los cuales el demandante pretende demostrar el yerro de procedimiento no guardan relación con los hechos que dieron origen a este proceso.
[…] 

tales pruebas hacen referencia a otros hechos, que si bien involucran una deuda con la DIAN (…) no constituyeron el objeto de los puestos en conocimiento a través de la denuncia (…).

[…]
Es de precisar, igualmente, que en esa oportunidad se libró tal orden en contra de los socios de la empresa, por ser deudores solidarios -hasta el monto de sus aportes-, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 794 del Estatuto Tributario. 
[…]
Lo anterior, sin embargo, no significa que la DIAN no podía pretender en el proceso penal el resarcimiento de los perjuicios ocasionados con la conducta omisiva en que incurrió MARTHA EDITH DURÁN BOHÓRQUEZ, quien en la empresa que gerenciaba, era la encargada de cumplir con la función de agente retenedor y, por consiguiente, consignar los respectivos valores a la DIAN.

Por eso mismo, el hecho de haberse iniciado el cobro coactivo en contra de los deudores solidarios, para el caso, los socios de la persona jurídica, no se constituía en elemento impeditivo para ejercer la acción civil en el proceso penal frente a la persona que realizó la conducta punible en perjuicio de los intereses del Estado.

En ese sentido, debe recordarse que el daño es fuente de obligaciones civiles, bien que se tenga como fuente el delito, el hecho propio, el hecho de terceros, o de las cosas o animales, o el causado por el ejercicio de las actividades peligrosas; y en esa medida el perjudicado tiene derecho no sólo a que se le resarzan los perjuicios sufridos, sino a pretender su pago por cuenta de todos los obligados a ello, así no siempre coincida que éstos sean también responsables penalmente.

Esa es la situación que aquí se presenta. MARTHA EDITH DURÁN BOHÓRQUEZ no podía llamarse a responder al proceso coactivo como deudora solidaria de los saldos que por concepto de IVA y retención en la fuente y otros impuestos que la empresa AIRE SANTANDER hubiera dejado de pagar o consignar durante 1997 y 1998, puesto que no era socia de la empresa; pero sí es responsable penalmente por las omisiones en que incurrió frente a esas obligaciones y deberes que la persona jurídica tenía frente al Estado, mientras fue su gerente y representante legal, pues, por esa condición ejercía transitoriamente una función pública. No de otra manera podría explicarse por qué las respectivas declaraciones sin pago fueron presentadas por ella. 

Lo que esa situación traduce, es que la administración inició cobro coactivo con el fin de obtener el pago de saldos a su favor, acudiendo al procedimiento coactivo administrativo, para el cual está facultada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 823 y siguientes del Estatuto Tributario, como que se trata de un mecanismo ágil y eficaz, mediante el cual se pretende que los recursos del Estado ingresen oportunamente para poder cumplir sus fines esenciales.

Lo expuesto, permite dos conclusiones, una que en este caso, la procesada MARTHA EDITH DURÁN BOHÓRQUEZ, como autora de la infracción penal, debía responder por su conducta; y otra, que los socios de la empresa debían hacerlo solidariamente en su condición de terceros, por ser las personas naturales que componían la persona jurídica deudora del Fisco, máxime que el daño causado en este evento coincidía en parte con el valor de lo adeudado.
[…]

No se trata pues, de un doble cobro por parte de la DIAN, como parecería sugerirlo el demandante, sino del ejercicio legítimo de las acciones pertinentes en orden a restablecer los daños causados con la conducta punible, ya que, no puede perderse de vista, como lo acotó la Procuradora Delegada, que advirtiendo esa circunstancia el Juez de primer grado precisó que no imponía condena por concepto de perjuicios morales, en atención a que el bien jurídico tutelado no es un derecho subjetivo; mientras que sí procedía indemnización por el daño material, respecto del cual concretó el daño emergente en la suma de $ 6’532.000 (valor de los conceptos no consignados por IVA y retefuente). No obstante descontó el equivalente al 17% “cancelado por el socio FLORENTINO RODRÍGUEZ PINZÓN y cualquier otra suma pagada por cualquiera de éstos y relacionada con los cobros coactivos que ejecutó la DIAN sobre la deuda que dio origen a este denuncio y que hayan sido efectivos, como lo solicita el Defensor, pues en caso contrario se estaría configurando un enriquecimiento ilícito para la DIAN, que no es posible aceptar y a título de lucro cesante los intereses moratorios que certifique la DIAN sobre lo adeudado realmente por IVA y RETEFUENTE desde la fecha en que ha debido cancelarlo hasta su pago, no procediendo la actualización del Daño Emergente, como lo solicita la apoderada de la Parte Civil, porque se le están reconociendo los intereses de ley moratorios pedidos por ésta” (f. 158, c. 2). 

Se extrae del precedente, que si bien es necesario no patrocinar un enriquecimiento ilícito o sin causa, como ocurre en aquellas ocasiones en las cuales la DIAN, no obstante obtener el pago de lo adeudado a través del procedimiento de cobro coactivo, procede a ejecutar el mismo crédito en el proceso penal; también lo es que tal situación no ocurre en tratándose de la separación entre la ejecución que corresponde a los socios de la empresa en su condición de terceros civilmente responsables, y aquella otra que corresponde al directo responsable del delito en calidad de autor o de cómplice.
Se resalta en el precedente de la Corte que hemos citado, que la persona vinculada al proceso penal en su condición de Gerente, ya no era socia de la empresa, razón por la cual, era entendible la bifurcación de los cobros, uno por la vía administrativa contra los verdaderos socios y otro por la parte civil dentro del proceso penal en contra de la responsable del delito. Empero, el citado caso es muy diferente al que ahora nos convoca, pues aquí no se está mencionando el cobro coactivo en contra de la socia ALBA ESNEDA SÁNCHEZ GALLÓN, sino que, según consta en los registros, lo asegurado es que ese cobro coactivo se está llevando a cabo en contra del mismo JOHAN MAURICIO SOGAMOSO, lo cual significa que para el caso sub judice ambas acciones están concurriendo en cabeza de una misma persona en condición de demandado, situación que si encuadra dentro de la prohibición legal a la cual hicimos referencia en un comienzo.
Así las cosas, el Tribunal debe mantenerse en su postura inicial al no encontrar que en el caso que se nos pone de presente exista la posibilidad de una separación válida entre el cobro que se pretende por vía administrativa y el del incidente de reparación integral al cual se refieren los últimos pronunciamientos de la H. Corte Suprema; con lo cual, debe entenderse suplida la posibilidad de la reparación, que junto con la verdad y justicia conforma la triada de derechos esenciales de los que puede ser beneficiaria la parte afectada con el ilícito, estos últimos ya obtenidos por la apoderada de la entidad demandante al recibir de la administración de justicia un fallo de condena para el procesado. 
Sólo resta anotar, que el doble cobro al que se hace referencia, no podría justificarse bajo la argumentación traída a colación en el recurso por la representante de la DIAN, cuando asevera que a consecuencia del delito la entidad ha debido hacer gastos para efectos del adelantamiento del proceso penal; porque si bien esa manifestación es totalmente entendible, esas erogaciones quedan inmersas dentro de la valoración de las costas procesales, que tienen una regulación diferente a la establecida para los perjuicios materiales o extrapatrimoniales propiamente dichos, que son el tema objeto de impugnación. 
En conclusión, por las especiales motivaciones que se acaban de exponer, hay lugar a confirmar la determinación adoptada en la primera instancia.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

            LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 
� C.S.J. Sentencia del catorce (14) de marzo del dos mil seis (2006), M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón. 


� Tribunal Superior, Sala de Decisión Penal, Sentencia del 27 de febrero de 2007, Rad. 660016000058-2006-01798-01, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque.


� Tribunal Superior de Pereira, Sala Penal, auto de febrero 28 de 2001. M.P. Jorge Alzate Villa. Radicación 660013104003 2001 0077 01.


� Auto del veintisiete (27) de mayo de 2003. M.P. Vicente Rodríguez Feo. Radicación 660013104003-2002-00243-01.


�  Auto del diecinueve (19) de agosto de 2003, M.P. Héctor Tabares Vásquez.


�  Corte Constitucional, Sentencia SU-717 de 1998, M.P. Carlos Gaviria Díaz.


� Oportuno resulta dar a conocer el siguiente pronunciamiento de la Honorable Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, para que en casos semejantes sean tenidos en cuenta: “... 5. Teóricamente, cualquier delito que atente contra la administración pública, la perjudica desde diversas ópticas; pero, como lo ha aceptado la Sala en reciente pronunciamiento (mayo 29 de 1996. M.P. Dr. Páez Velandia), bien puede ocurrir que, en la práctica, la transgresión a la ley no produzca un detrimento patrimonial o moral que justifique el ejercicio de la acción civil por parte de la entidad oficial afectada con el hecho punible. Ante esa eventualidad, cuando se trata de demandar el pago de perjuicios causados por un delito, no basta pregonar el daño patrimonial o el daño moral, es necesario concretarlos, individualizarlos, precisarlos, en orden a estimar su valor. 6. De lo anterior se desprende que, la obligación a que se refiere el artículo 36 de la Ley 190 de 1995, a cargo de toda persona jurídica de derecho público para constituirse en parte civil cuando ha sido afectada con un hecho punible, no es absoluta; por el contrario, se encuentra condicionada a que se vislumbre o evidencie la efectiva causación de perjuicios.”. Cfr., auto de octubre 18 de 1996. Magistrado ponente, doctor Juan Manuel Torres Fresneda. Rad.S-9358-96.


� C.S.J., Sentencia del veintinueve (29) de Agosto de 2006, Radicación 20778, M.P. Julio Enrique Socha Salamanca, que retomó lo expresado en fallo de casación rad. 13.805 del 7 de marzo de 2000.
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